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reproducir la Ordenanza de 1670, castigando á lo testigos que oo 
acudiao, coo uoa mulla, cuyo máximo fi¡a eo cien francos, y auto­
rizando a emplear, si es preciso, el apremio ó la fuerza para lle.,ar­
los á la Audiencia. La ley corta aquí la cueslion sobre si la oegati. 
va de declarar debe ser equivalen le á la negativa de comparecer, 
decidiendo espresamcote por la afirmativa (Cód. de ioslr., arlfco­
lo 355 y 80), opioioo que hemos adoptado igualmente eo materia 
civil (núm. ~<i6). Además, si la declaracioo es tan importante que 
haya sido necesario, por oo acudir el testigo, aplazar el negocio para 
olra sesioo, uoa decisioo cuya equidad oo podría negarse, pone á su 
cargo todos los gastos ocasionados por su falta (ibid., art. 351 y 
355). Finalmente, eo lo criminal lo mismo que eo lo civil, la alega• 
cion de escusas falsas se castiga con prision de seis dias á dos me­
ses (Cód. peo., arl. 236). 

3M. Ya hemos tenido ocasion de mencionar las posiciones que 
obligan por su estado á la discrecioo, y las funciones ó dignidades 
que dispensan del testimonio oral. Existe además una ley del t8 
pradera! año 11, que es especial respecto de las materias criminales 
ó correccionales, la cual ordena, para no entorpecer el servicio, que 
se reciban por escrito las declaraciones de los militares que fueren 
citados fuera del lugar de su actual residencia. No obstante, si se 
reconoce como iodispeosahle el testimonio oral, se suspende la dis­
cusion del negocio, hasta que el Ministro de la Guerra (t) haya au­
torizado á los testigos militares para comparecer eo persona. Base 
preguntado no obstante, si la ley de praderal debe considerarse 
como uoa medida de circuostaocias que se refiera, ya al estado re­
volucionario, ya al estado de guerra general que exislia eo esta 
época. Base sostenido que se halla abrogada, tanto por el arl. 317 
del Código d• procedimiento criminal, que quiere que los testigos 
declaren oralmente, cuanto por el art. ~14, que no dispensa de la 
comparecencia personal, sino á los Generales en jefe en actual ser­
vicio. Convenimos en que la ley de pradera!, en muchas de sus de­
claraciones, y es~cialmente cuando encarga (arts. U y U) al ju­
rado que examine si se halla ó no en estado de resolver, sin oir la 
declaracion oral del testigo, no está en armonía con el procedimien • 

(1) La In de 18 de proderal año 11 (art. t7) eneargab• al Comilé de 
,alvacion pública, autorizar la c1taeioo personal de lo, testigos: hoy el M1 • 
niatro de Just1e11 se dirige al Ministro de la Guerra. 
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to actual. Seria pues, útil reformarla, pero hasla esta reforma, 
creemos que debe sostenerse su aplicacion en todo lo que no e§ 
contrario á las leyes posteriores, puesto que las exigencias del ser­
vicio militar no soo particulares al estado de guerra general. El 
principio es que los testigos declaren oralmente; pero este principio 
era tambieo constante en el derecho intermedio, bajo cuyo imperio 
se dió la ley de pradera!. Finalmente, la mencion de los generales 
en el arl. 5ft se esplica porque su declaracion, as( como las de los 
demás altos funcionarios, se recibe eo formas especiales estrañas á 
los demás militares. Despues de haber aplicado la ley del año II por 
una sentencia de casacioo de t9 de frimario, año XII, el tribunal de 
casacioo ha e filado pronunciarse sobre la cuestion, cuando se le ha 
sometido por segunda vez, el 14 de abril de l.815, 

Fuera de eslas posiciones especiales, las declaraciones no deben 
recibirse por escrito, sino en caso de ser imposible verificarlo oral­
mente. Y aun cuando la declaracion del testigo se hubiera leido ya 
en la Audiencia, debe ser oida, si se presenta ulteriormente (Seol. 
deneg. de 28 de febrero de t357): el legislador demuestra por otra 
parte su desconfianza respecto de las declaraciones_ escritas de los 
testigos, no permitiendo remitirlas al jurado (C. de 10st., art. ~í.). 

325. La sancion moral es evidentemente la misma en lo crimi­
nal que en lo civil. En cuanto á la sancion religiosa, la ley ha es­
tablecido dos clases de juramento. Anle los tribunales de simple 
policía y de policta correccional prestan los lesligos en la Audiencia 
el juramento de decir toda la verdad y nada mas que la verdad (C. 
de inst., art. t55). Ante los tribunales criminales, la fórmula legal 
es mas complicada, puesto que cada testigo se empeña á hablar sir, 
ódio y sin temor, á decir toda la verdad y nada mas que la verda,I 
(ibid., arl. 317) Esta eslraiia dist¡o_cion parecía indica_r q_ue_lafalta 
de ódio y temor no se exige pos1t1vamenle _ante las ¡u11sd_1~c1ones 
iníeriores, como si hubiera dos modos de decir la verdad. Vtc1oso en 
teoría este sistema, no es menos embarazoso en su aplicacioo. Siendo 
obligatorias las fórmulas indicadas bajo pena de nulidad, uoa juris­
prudencia mas conforme coo la letra de la ley que con la razon 
práctica, quiere que la menor omision produzca nulidad de la de­
claracion de testigos. Asf, por el hecho de hacer el presidente Jurar 
al testigo tan solo decir toda la verdad, sin añadir y nada mas que 
la verdad, se supone que el testigo se prevalga de esta o mis ion para 
mezclar en su declaracion hechos falsos. Pero las reservas casuísti-
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casque se imaginan son sobrado sutiles para que puedan pensar en 
ellas la mayor parte de los testigos, y las nulidades que en seme­
jantes casos se pronuncian, no tienen casi nunca motivos formales. 

526. Aunque se obligue con juramento al testigo á decir toda la 
verdad, no debe conruodirse la simple reticencia con el testimonio 
falso. Asl como lo ha juzgado et Tribunal de Casacion et 20 de mayo 
de l.808, una reticencia sencilla, cuando no vá ligada á una decla­
racion cuyo sentido altera, se reduce á una simple negativa de 
contestar (1). Por eso el Tribunal de los Pares se limitó el 1.' de 
juoio de 1821 á condenar en qieo francos de multa á un te,tigo que 
se había negado á nomb¡ar una persona citada en su dec!aracioo. 
Por el contrario, la reticencia degenera en falso testimonio, si ha­
biéndose imputado un crímen á otro que no era su verdadero autor, 
interpelado el testigo sobre el nombre del verdadero culpable a 
quien conoce, persiste en guardar silencio, segun la doctrina con­
signada igualmente por el Tril)unal de Casacioo el l.' de setiembre 
de l.814 y el i1 de marzo de 1827. Finalmente, no puede obligarse 
al testigo á responder , si se trata de un hecho, que en caso de 
acreditarse, le baria cómplice del acusado. El jurao1ento á que es­
taba obligado el testigo, á diferencia del acusado , constituiria una 
especie de tormento moral (Burdeos 6 de junio de 1811). 

527. Antíguamente se daba gran importancia al juramento de 
los testigos. Así vemos que ta jurisprudeucia inglesa, despues de 
haber rehusado á los acusados, en materia capital, la facultad 
de hacer oír á los testigos, estableció esta estraña distincion, 
que tos testigos oídos en su favor, no debían prestar juramento, 
mientras que los testigos de cargo debían prestarlo. Esta práctica 
viciosa fué abolida por diversos estatutos de Guillermo III y de la 
reina Ana. Como recuerdo de esta doctrina (Story, on the Consli­
tution., §. 1786), la Coostitucioo de los Estados Unidos (Ameod., 
art. 6), asegura generalmente al acusado el derecho de hacer oír en 
su favor verdaderos testigos , es decir , testigos juramentados. 

3~8. La saocion pena! de la veracidad de los testigos ha sido 
siempre mas rigurosa en lo criminal que en lo civil. Entre los ju­
díos, iocootestablemente, la pena del Talioo (Deuteronomio, capitu-

(t) Juana de Arco declaró una vez A un juez que decia lo que ,abia, 
y nada ma, que lo que sabia (ll. Vallon, Juana ele Arco, tom. 11, pági" 
Dl 12). 

EX,ÍM&N ORAL. 37l 
lo XIX, vers. 21), y probablemente en Roma ta de ser precipitado 
de lo alto de la Roca Tarpeya, no se aplicaba sino respecto del 
testigo falso en materia pena! (núm. 273). En el primer estado del 
derecho romano variaba ta penalidad segun las circunstancias, re­
servándose la pena de muerte para las declaraciones falsas que ve­
nían en apoyo de una acusacioo capital (l. t, §. l., D. arl leg. Corn. 
de Sicar). La ley Sálica y los Capitulares castigaban con la pérdida 
de ta mano al testigo falso que no podía pagar la composicioo a 
que era condenado (perdat ma1111m aut redimat). Los establecí -
mientas de S. Luis (art. 70) no impooiao mas que multa arbitraria. 
Pero la severidad de las leyes romanas fué reproJucida y aun su­
perada por las ordenanzas que, á contar del siglo XVI, impusieron 
hasta la pena de muerte contra todo testimonio falso (núm. 275). No 
obstante, en lo criminal, lo mismo que en lo civil, ,e mitiro esta. 
severidad por la jurisprudencia, restringiéndose ta aplicacio; de la 
pena de muerte al caso de que se hubiese dado el testimonio contra 
el acusado, y de que pudiera ocasionar acusacion esta pena. (Mu _ 
yart de Vouglans, Leyes crimi11a/es, parl. I, lib. Ill, lit. o,§. 2.) 

No de¡aodo las leyes modernas al juez la misma latitud para la 
eleccion de las penas, bao debido establecer diversos grados de re­
presioo, segun la gravedad del testimonio falso. Este cargo se 
cumplió de un modo muy imperfecto por la legislacion pena! de 
1791, segun_la cual. el falso testimonio en lo criminal se castigab,L 
con vernte anos de cadena en lo; casos ordinarios; y de muerte si 
babia intervenido condena de muerte contra el acusado (1) (Cód. 
de 1791, part. 11, lit. 11, secc. 11, art. 48). El Códi•o de t79t 
guardaba silencio sobre el falso testimonio en materia ~orreccional 
ó de policía. -En su consecuencia, se aplicaba á este falso testimo­
nio (?as. 7 de eoer~ d~ 1808¡ la pena de seis años de prisioo pro , 
nuoc,ada en materia c,v,I (Cód. de 1791, ibid., art. 48). El Códig() 
penal de _t8 I0_ ha previsto por primera vez de un modo especia! el 
falso test,momo en materia de policía simple ó correccional casti­
gándolo por otra parte con la pena de reclusioo, como el 'que se 
hubiera co_metido en materia civil (arts. 562 y 365). Esta di,posicio~ 

_(t) La legislacioo rOf~lucio~aria fué ma, adelaote todavía. El procedi­
miento de la é_poca, ~acia emmentemente peligroso el falso testimonio, 
la l~y de 5 lluviose, ano 11, 1.o castigaba con pena de muerte, en materia 
eap1lal, f proouoc1aba la misma pena contra los testigos de descargo i:i 
se trataba de crímenes revolucionarios. ' " 
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era demasiado severa respecto de las simples contravenciones: hoy 
el art. 362 del Código penal reformado en t832, se limita, en ma­
teria de simple policía á imponer la degradacion civil y una prisioll 
de un año á lo menos y cinco á lo mas. El falso testimonio en ma­
teria criminal es castigado con trabajos forzosos temporales (t). Si 
no obstante, ha sido condenado el acusado á una pena mayor, el 
testigo que declaró contra él, suíre la misma pena (ibia., art. 361). 
Así, exígense dos condiciones para que se verifique la agravacion: 
:l.º Que haya habido efectivamente condena. Aquí no se castiga como 
el homicidio mismo, la tentativa de homicidio moral; se está á la 
pena ordinaria (2). 2." Que haya tenido lugar el falso testimonio 
contra el acusado. No hay agravacion de pena para la declaracion 
falsa que tuviera por objeto prevenir, y no ocasionar una condena­
cion á las penas mas graves. Esta distincion debería generalizarse, 
pues acaso, ¿debe confundirse á quien, movido por el afecto ó por 
un sentimiento de humanidad mal entendido, quiera hacer escapar 
el culpable á la pena, con el qRe emplea para perder á su enemigo 
el arma mas vil y mas pérfida, la de la calumnia.? Si las necesidades 
de la represion social no quieren que la primera quede impune, la 
conciencia pública no puede colocarla en la misma línea que la úl­
tima, tan profundamente despreciable. La distincion que ha recha­
zado tao generalmente nuestro Código (ibid., art. 56t y 562) ha sido 
autorizada por el art. 370 del Código sardo, por el art. t4t2 del 
Código prusiano y por el art. t69 del Código del Brasil. 

5'!9. La conducta del testigo falso llega á ser mas vil aun, 
cuando se ha comprado su declaracion falsa. En otro tiempo, las or­
denanzas y las sentencias eran muy severas respecto del soborno de 
testigos. Citase una sentencia del Parlamento de París del 7 de fe-

(i} Segun las palabras de una sentencia de casacion, dada en favor de­
la ley, el 25 de agosto de t85.t, bay falso testimonio en materia criminal, 
aun cuando, á consecuencia del curso de los debates, solo se haya pro­
nunciado una pena correccional: la acriminacion del testigo falso puede 
agravarse por el resultado del proceso, pero no si depende necesariamente 
de este resultado, puesto que sobreviviria á la acumulacioo misma de los 
debates (seo t. deoeg. de 20 de juaio de 1856). 

(2) En el caso de absolucion, es decir, si se hubiera reconocido que 
el hecho falsamente imputado no estaba previsto por la le,y penal, no ba­
hria lugar á acriminar el falso testimonio que hubiera sido legalmente ino­
fensivo. Por eso no alcanza ninguna penalidad al que hubiera tratado de 
eausar un envenenamiento, empleando contra su voluntad substancias nr,, 
teneoosas (C. peo,, art. 301). 
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llrero de t755, que condenó al sobornaote y al sobornado (f) á ser 
quebrantados vivos; es verdad que se trataba de una acusacion de 
aseioato. Segun la legislacioo actual, debe distinguirse en cuanto 
al testigo si recibió dinero ó una recompensa ó promesas. si se trata 
de materias de policía ó de materias criminales. En la primera hi­
pótesis, esta circunstancia hace subir un grado la penalidad, bien 
~ea en materia de simple policía, en la que la ley impone en este 
caso, la reclusion, bien en materia de policía correccional, en que 
impone trabajos forzosos temporales (ibid., art. 56i). En lo criminal, 
al contrario, se ba juzgado bastante rigurosa la pena ordinaria, 
para que no fuera necesario agravarla. En cuanto al soborno de 
testigos, el Código de f810 desplegaba contra esta infraccion una 
severidad exagerada, que escedia los límites de la represion, ya 
sobrado severa, establecida para el falso testimonio. Bajo el imperio 
<le este Código, se agravaba siempre en un grado la penalidad con­
tra el sohornaote; así, el soboroante era castigado con pena de 
muerte, aunque la acusacion no pidiera mas que la pena de traba­
jos forzosos perpétuos. Hlzose observar ea f831, que no era exacto 
declarar en principio al sobornante mas culpable que al testigo fal · 
.so; que un padre, por ejemplo, podía ganar lestigos para salvará 
su hijo. Así es que se adoptó entonces una doctrina á la vez mas 
exacta y mas moderada, tratando al sobornan te solo como cómplice 
de testimonio falso, y haciéndole en su consecuencia, sufrir la 
misma pena (nuevo art. 565) como se decidía, en el silencio de la 
ley, bajo el imperio de la legislaciou intermedia. Pero no puede 
haber complicidad en esto, sino en cuanto se cometió ó intentó come­
!er el delito principal (Cód. peo., art. 60). Es, pues, preciso que 
haya por lo menos un principio de declaracioo para que pueda per­
~eguirse al sobornante (seot. de 22 de julio de t843); y esto es lo 
que decidió ya el tribunal de casacioo, aun bajo el imperio del Có· 
<ligo de 18t0, que castigaba mas severamente el soborno (seot. de 
cas. de t8 de febrero de f8l3J. Sin embargo, la absolucion de la 
instancia del acusado de falso testimonio, no impide que el sobor­
nante pueda ser castigado, puesto que la absolucion de la instancia 
no destruye la materialidad del hecho, porque puede fundarse en 
-consideraciones personales al principai acusado (cas. 27 de junio 

(1) Un s,goado testigo igualmente soboroadÓ, pero que babia re,e • 
Jado el soborno, obtuvo, por favor especial, que no se le ahorcara. 
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de {846; cas. de 5 de julio de t85t). Obserremos, finalmente' que 
el s?bor~o improp~amenle dicho, que coosistia tao solo eo comprar 
el sdeoc10 del 1es11go'. no est_aodo preri,to por la ley penal, solo 
da~i~ lugar á_ reparac1one, ó mdemo1zaciooes civiles. 
, ~o. Rec1b1~odo en_cierlo modo por el juramento, taolo el testi­
go, ~orno el pe_rilo Y el ¡urado, la investidura de la fuocioo que le 
confiere la sociedad, se considera al testigo falso como perjuro, en 
el úllimo estado del derecho romano (Zen. l. t9 Cód D t t'b) 
,tambi . 1 ' • ees1. 
,_ _ eo se castiga por a ley comuo {t) eo Joglaterra el falso tes-
ti_mooio :1 título de perjurio {Blackstooe, lib. IV, cap. X, núm. l6.). 
No hay duda que entre nosotros no se prel'ee el juramento falso 
romo tal por la ley penal (C. peo., art. 366), sino en cuanto lo ha 
prnslado la parle m1Sma en materia civil. Pero siguiendo nna doc­
trin_a coostaote, el fals_o testimonio oo era penable sino en cuanto 
tema lugar la declarac100 ha¡o la fé del juramento (2). y no obs­
tante, en nuestro S1~tenla de _legislacion, que no admite prueba, 
legales, puede muy h1en una simple declaracion ocasionar una con­
dena, aun la capital. En el derecho antiguo pensaban ciertos auto­
r~ que conveoia aplicar, eo esle caso, una pena menos grave. Se­
ria de desear, en bien de la justicia, que se modilicase la legisla­
c1on _en este sentido. Pero no bá lugar á volrerse contra la jurispru­
dencia (seot. deoeg. de 31 de enero de 1859) que no considera me­
recedoras de la calificacion de falso testimonio las declaraciones 
aun ¡urament~das recibidas por el juez de instruccion, uo siend~ 
e_stas declaraciones mas que preparatorias y pudiendo modilicarse 
siempre en la Audiencia. 

S3t. La prueba de falso testimonio puede influir, ya eo la ios­
lrucc100 ó sumario, i·a en la condena misma. Si despues de los de­
bates apareciese falsa la declaracion de uo testigo, deberá éste ser 
arrestado al punto, Y_ puede ordenarse de oficio el aplazamiento del 
negocrn para_ otra ses100 (C. de ioslr., art. 550.). Recuérdese que 
uno_ de los pr1n_c1pales argumentos que se invocan eo Favor del pro­
ced1mieoto c1v1I, es la facilidad que dá para conservar las huellas 

1 
(t) L, pena de per¡urio ha variado eo la legislacioo iogl,sa desde la 

< e muerte_á la d~ pr1s100 y m~lta (B1ackstone, loe. cit.). ' 
(2) S, ,e hubiese prestado ¡urameoto, anoque no deberá prestarse por 

uo .'0capáz que hubiese disunolado su cualidad para engañará la justic11 
~i":1:s:ttble la peo, de falso testimonio (seot. deo. de 25 de ¡uo,; 
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rle las declaraciones que se arguyen de falsedad. Los autores del 
Código de instruccioo criminal (ibid., ar t. 318), de acuerdo sobre 
este punto con la legislacioo intermedia, han tenido en cuenta esta 
observacioo. El presiden le, bien sea espontáneamente, bien á esci­
tacioo del procurador de la república ó del acusado, hace que 
lleve nota el escribano de las adiciones, alteraciones ó variaciones 
que pueden existir entre la declaracioo de uo testigo y sus prece­
deotés declaraciones. 

Finalmente, aun despues de la conde o a, cuando se bao decre -
lado mandatos de arresto contra los testigos de cargo (1), se sus­
pende la ejecucion. Si se condena á los testigos, el tribunal de ca­
sacioo, eo vista de las dos sentencias , de;pues de haherse asegu­
rado bien de la identidad de los hechos que ocasionaron la primer 
condena y que despues fueron reconocidos como falsos, anula la pri­
mer sentencia, v remite ante un nuevo tribunal criminal, para que se 
proceda contra ~I acusado, subsi,tiendo el acta de acusacion (ibill., 
artículo 445.). Sin embargo, oo es posible la revision eo esta hipó· 
tesis, como eo la de que se alegase que el número de los condenados 
es superior al de los autores del hecho, sino eo cuanto existe todavla 
el condenado para el cual se solicita la revisioo. El Código de ins­
truccion criminal (art. 442) no admite la posibilidad de aliviar la 
memoria del condenado, sino eo uno solo de los tres casos de revi -
sioo, el en que hay suficientes indicios sobre la existencia de la 
persona cup muerte supuesta ha dado lugar á la condena (articu­
lo 4í4). La comi,ion del cuerpo legislativo habia propuesto autori­
zar en todos los casos la revision despue; de la muerte del conde­
nado; pero el Coose¡o de Estado no quiso admitir e;to sino en el ca-o 
eo que hay prueb, material del error del juez. En la; otras hipóte­
sis, y especialmente, cuando ha habido condena de testigos á cargo, 
son necesarios nuevos debates para llegar al conocimiento de la 
,·erdad. Y ¿cómo podría proceder el jura:lo á uo deb~te eseocial­
meole oral segun el espiri,u de nuestras leyes, sin estar presente 
el primer interesado? Con molil'o de una peticion de los herederos 
de Lesurques, la Asamblea legislativa examinó esta cuestion en 

(1) El Tribunal de Greooble el 18 de julio de 1855, admitió igualm•n 
mente la accion c1,il contra el te11tigo falso de cargo, 110 obstante la autor1-
11ad de la cosa juzgada en lo criminal. Volverémos á tratar de estas deh­
r.¿¡das cuestiones al hablar de la cosa 1uzgarle. 
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i851, habiéndose inutilizado los proyectos para introducir iooova­
c,ooe~, á_ consecuencia de un informe de M. de Parieu ()looitor del 
5 de¡umo de 1851) que tenia por objeto reclamar «el sosteoimieo ­
•lo de una legistacioo que despues de más de cuarenta años de 
•existencia, no e_ra atacada en defioitiva, sino con ocasioo de una 
•seeteoc,a anterior á su promulgacion, y cuyas pr~tendidas imper-
1fecc1ones, referentes á las condiciones mismas del problema que 
•hab,a que resolver, no podrían quedar borradas sino haciendo 
•nacer á su alrededor otros inconvenientes, por lo menos tao 
•graves., 

Si nos atenernos al texto del Código de instruccion que habla 
coo,tan_temeote de _crlme11 y de tribunal crimi,1al (art. 443-445), 
la rev1sron, en la hipótesis del testimonio falso, corno en las otras 
dos hipótesis, no tiene lugar sino en el caso de condena, ya que no 
á_ una pena aflictiva ó infamante, por lo menos á una pena correc­
c1ooal impuesta por crimen (r. cas., 20 de enero de 1831.). Sepa­
rándose _de 1~ letra de la ley, se llega lógicamente á aplicar la vía 
estraord1?~na de la revision á condenas de simple policía, lo cual 
es madrn1S1ble. Pero las condenas correccionales pueden tener una 
gravedad que toca de muy cerca á la de las condenas criminales 
pro_piameote dichas. Esta coosideracion de equidad ha hecho sen­
sac100 al tnbunal regulador, tao poco dispuesto sin embargo á des­
viarse del texto en materia penal, y por sentencia de 10 de mayo 
de 1850 ha estendido el beneficio de la revision á las materias cor­
reccionales. En el sistema contrario no tendría otro recurso el con­
denado que pedir indulto ó gracia, si bien aquí la gracia solo po­
dría ser justicia. 

332. Los testigos tienen derecho á uoa iodemnizacion en lo 
crimio~I, lo mismo que en lo civil (Ta,-ifa crimi11al, tít. I, cap. Ill). 
Per?.hase preguntado muchas veces lo que debería hacerse si oo 
pudiera revelar el testigo la verdad, sin ocasionarse á si mismo un 
perjuicio considerable, mucho mayor que el que prevé la tari­
fa (i). Por e¡emplo, las noticias que está llamado á dar sobre los 
hechos que se niegan son de tal naturaleza que divulgan un pro-

(1) Eo cuanto al perjuicio, por otra parle muy grave, que causaría al 
test.1go !a oeces.1da~ de acusarse él mismo para oo faltará la verdad , no es 
Pº!tble mdemmza~1on alguna, y ya hernos reconocido que en este caso 
(num. 336) el testigo eslá en el derecho de abstenerse. 

EXÁIIKN ORAL. ;¡77 

cdírnieoto, que el testigo tiene un inmenso interés P.n que oo se 
,epa. Alguno, bao creído que entonces de~ia estar dispensado de 
testificar; pero esto es hacer que predomrne el rnterés partJcular 
sobre el interés general. Solamente seria equitativo que se le con­
cediera una justa iodemoizacioo, puesto que hay en esto una espe­
cie de expropiacion por causa de utilidad pública. No obstante, este 
cargo que debería soportar el tesoro público, si la revelacion íuera 
eo el sentido de la acusacioo, no se podría en la hipótesis inversa 
imponer al acusado que tuviere derecho á la absolucion, y e~ su 
consecuencia , no podria ser legalmente obligado á pagar en cier­
to modo su rescate. Entonces seria preciso referirse á su reconoci­
miento hácia la persona que hubiera debido sacrificar su interés al 
de la justicia. 

Por derecho español, es regla general, que toda persona, de cual­
quiera clase, fuero y co~di.cion que sea, _cu3!1dO. tenga que declarar c~mo 
testigo en una causa cr1mmal. está obligada á eomparec?r _ante el Juez 
que conozca de ella, luego que sea citada por ést~, sio necesidad ~e pré­
vio permiso del jefe ó superior respectivo, y Jo mismo está prevemdo res• 
pecto de cualquiera persona del fuero c,imun que tenga que declarar 
ante un juez militar ó eclesi~stico ! debiend~ en tales casos_ presla!s~ el 
testimonio, no por cert1ficac1on ó míorme, srno por declarac10: bato J~ · 
rameoto en forma: ley del I de setiembre de 1811, art. 2. y 3_. Sin 
embargo, estas reglas tienen varias escepc1o~es. Sin t~asladar aq~1 las ya 
~spuestas en la adicion inserta á cont1nuacion de_l _ numercf 274 <l.e esta 
obra, y limitándonos á las referentes á la clase militar de que tra~~ aqui 
M. Bonoier, advertirémos, que cua~do hayan de ~eclarar los_ m1lltares, 
cualquiera que sea su clase 6 graduac100, e.s necesario que los 1uzgados ó 
tribunales den aviso á los jefes de los cuerpos 6 c~mandante~ de que aque­
llos dependan, para que dispongan su presentac1on en el _d1~ y hora que 
hubiesen señalado: real órden de 3 de febrero de t857. As1m1smo, cuando 
los que hayan de declarar son militares graduados de coman~antes, 6 con 
empleo efectivo de tales, ó superiores á éstos. ~ebeo con~urr1r para decla­
rar con el juez á la Sala primera de la aud1eoc1a r~spe~tlVa, en horas ea 
que se halle disuelio el tribunal, ó á las casas consistoriales en los pueblos 
en que no hubiere audiencia: reales órdenes de !2 de octubre de 1839 Y 
de 22 de íebrero de l 845. 

Asimismo, se hallan esceptuados de preseatarse á declarar personal: 
mente ante el juez, y de prest~r. sus _decl,ar~ciooes ~erbalmen_te_ 1.os com1-
Hrios y demés empleados de v1g1lanc1a pubhca y los Jefe~ de d1v1s1on ~e los 
caminos de hierro, pues el juez debe cometer ála autoridad re~pectiva de 
/a residencia de aquellos, para que ante ella pre~len s~s declarac1ones, á no 
ser en casos graves y escepciooales; y c~aodo d1~~os Jeíes_ t~ogan que su .. 
ministrar antecedentes 6 datos facultativos ó em1t1r su. op101on en_ asuntos 
l'elati,os á su cargo, puede escusarse su compareceoc1a eo los_ tr1bunales, 
bastando que suministren aquellos datos ó que espongan su d1cUmen por 
medio de certil!cacioo 6 informe segun los casos: reales Mdeoes de 4, 6 
y 8 de setiembre de 1860. 
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l:!;I tesligo que se negare á comparecer para declarar judicialmente, 
puede ser apremiado á ello por el juez con multa, embargo de bienes y 
auo arresto: ley i. •, tít . 2. •, lib. f t, Nov. Recop. 

Respecto á la fórmula del juramento que debe tomarse á los tesli~os, 
y 4 que se refiere M. Bonnier en el número 325, en E:ipaña se consigna 
del modo siguiente. La íórmula comun de los calólicos seglares es esta: 
¿Jurais é Oios y á esta señal de la cruz decir verdad en cuanto supiéreis y 
luéreis preguntado? á lo que contesta el testigo: si juro, y el juez añade: 
si as( lo hiciéreis, Dios os lo premie, y si no, os lo demande; ((y á esto re­
plica el testigo: amen ó aai sea.,, Los eclesiásticos juran in verbo sacerdo­
tis por las saRradas órdenes que han recibido y segun su estado, poniendo 
la mano derecha sobre el pecho, y en las causas criminales protel<tando 
además por que no se imponga por su declaracion pena de sangre. Los ar­
zobispos y obispos juran como los anteriore~, pero teniendo delllnle los 
Santos Evangelios. Los caballeros de las órdenes militares juran por Dios 
J por la cruz de su hébito que llevan al pecho, tocándola al mismo tiempo 
con la mano derecha. Los militares juran poniearlo la mano derecl1a so• 
bre la cruz de su espada. Los judíos, moros y demás sectarios hacen jura• 
meato por la divinidad pairnna ó llo~ida en quien creen. (V, las leyes 2.J, 
lit. 16 y 20, 21 y 24, lit. 11, Part. 3.). Además, auoque no lo previeoe la 
ley, suele advertirse á los testigos la ohligacioo que tienen de decir 
verdad y las penas en que incurr'en los que dan íalso testimonio, con erre• 
glo á los artículos 241 al 249 del Código penal quo las enumeran, y donde 
pueden verse las diíereocias que hay entre esta penalidad y la que impone 
el Código penal francés y que espone M. Bonnier en el número 228 y si­
guientes. 

Respecto á la indemnizacion que se debe á los testigos, de que trata 
.\l. Bonnie.r en fll núm. 332, ya hemos dicho pue f:e la concede tambien 
nuestro derecho (V. la adicion inscrita á continuacion del núm. 274,).­
(A. del T.) 

§. 3, Esclusioa de ciertos úslimoaios. 

SUMARIO. 

333. Derecho romano, y antiguo derecho Francés. 
334. Tachas que autoriza el Código de instruccion. 
335. ¿Qué debe decirse respecto de los parientes consangufneos y afines 

de la parle civil? 
336. ¿Qué de la parte civil? 
337. ¿Qué del coacusado? 
338. Extimen sio juramento en virtad de poder discrecional. 
339. Esclusion por diferencia de religion y de color. • 
340. Coadonaciooes penales. Menores de quince años. 

333. Raras en lo civil, las esclusiones de la facultad de testifi­
car, estaban bastante multiplicadas en Roma en lq criminal (1) 

(t) En Inglaterra los casosan que hay esclusion de testimonio ineoni• 

EXÁMEN ORAL, 3i9 
(V. en el Digesto el titulo de testibu.s). Q,tidam prnpter reverentiam 
personarum, dice Calistrato (l. 5, §. 5, D. de testib.), quidam 
propter lubricum consilii sui, alii vero propler nolam et infamiam 
vitre sure, admiltendi non sunt ad testimonii fi1le,n. Asl debia ser 
en un país en que se dejaba á los particulares el derecho de inten­
tar las acusaciones. Llegando á ser los testimonios armas en manos 
,le las partes, puesto que las declaraciones se ponían en juego por 
las pasiones, en vez de analizarse á sangre fria, importaba á lo 
menos impedir que estas armas fueran mortales. En los países, al 
contrarió, como el nuestro, en que prevalece el sistema inquisi­
torial, en el sentido favorable de la palabra, donde la persecu · 
cion se dirige por la autoridad p,íblica, y no por las pasiones pri­
vadas, se puede ser sóhrio de esclusiones sin peligro. Los testigos 
no reciben ya anticipadamente las instrucciones del acusador 6 del 
acusado. ¿Quién se atrevería hoy á dar, respeclo á éste, el conse¡o 
que dá Quintiliano á los abogados de su tiempo (l/lst. oral., li­
bro V, cap. XII): Multum domi ante versandi, variis percoutatio· 
11ib11s esplorand1? Las restricciones que podrían ser úLiles, cuando 
los Lesligos solo eran instrumentos en manos de las partes, no se­
rian ya mas que trabas peligrosas en un sistema en que son hhres 
y espontáneas las declaraciones. Por otra parte, como dice Ben­
tham, los testigos en este sistema son los ojos y los 01dos de la_ ¡us­
ticia; no se comprenderia, pues, que se quisiera cerrar estos o¡os Y 
estos oídos. 

Así, nuestra antigua jurisprudencia, que admitía el sistema in­
quisitorial, ha sido más ámplia para admitir testigos en materia 
criminal, que en materia civil, «El peligro de dejar impunes los 
crímenes que turban el órdende la sociedad,» dice Merlín (Repert. 
v.º T<MORIS ,un1c1AIRE, F. I, arL. 7), ,ha parecido á los tribunales 
supremos mayor y mas temible que el de esponer_ á algunos t_es_ti­
gns al perjurio.> Así, mientras que la ordenanza ,le 1667 proh,bia, 
como bemos 1·isto, oir á los consanguíneos ó afines hasla el octavo 
~rado inclusive, la de 16;0 guardaba completo silencio sobre las 

¡ierenctJ of witnes~es, son igualmenle. muy numerosos (PhiJips, on the law 
of evidence, lib. 1, parl. 1, cap. ll y Hgs.). Pero la leg1slac10n actual pro­
pende á hacer eshs esclusiones meoc,s frecuentes. Así es _que una acta del 
Parlamento de 27 de junio de 1828, hizo cesar la iocapac1dad de declarar 
por causa de infamia, en cuanto á los condenados por simples dehtos 
( misdemeanours). 
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relaciones de coosaguidad ó afinidad. •Los consanguíneos y afines 
•delas partes, dice Potbier (Proc. crim. secc. ~. art. 3, §.1), pue­
•den ser testigos en materia criminal, puesto que la ordenanza 
•de 16i0, tít. 6, art. 5, dice indistintamente: tocia clase de perso­
•nas, etc. Por lo demás, se deja á la prudencia del juez el tener en 
•cuenta el parentesco del testigo, al apreciar su declaracioo., No 
hay duda que se podía tachar á los testigos en las informaciones 
lo mismo que en el exámen; pero se ha oh;ervado generalmente la 
antigua máxima que nos cita Loysel (fllslü. coutum., título de las 
Pruebas,§. t7.). En lo criminal las tachas depe11den del arbitrio 
ae los jueces. Solamente en caso de parentesco de consaguinidad ó 
~linidad muy próximo se permitía que no declarase el testigo 
{Alerlin Loe. cit.). En la línea colateral, se esceptuahan únicamen­
te los hermanos ó hermanas. Y aun podia oirse á las personas mas 
próximas cuando compelia al juez á ello la fuerza de las cosas, es 
<lecir, cuando eran testigos nebesarios. Por eso, un fallo del Parla­
mento de Burdeos, de 26 de febrero de t628, confirmó una senten­
cia que 111aodaba que un particular á quien se acusaba de haber 
arrojado a su mujer en un pozo, estando sacando agua, fuese apli• 
cado;il tormento, aun cuando solo declarasen contra él dos de sus 
hijos. V_ése, pues, que eran raras en la antigua jurisprudencia las 
•ncapac1dades absolutas. Sin embargo, cuando había contra los tes­
tigos algu~ motivo de sospecha, dejaban de ser estos testigos clási­
cos, omni exceptioni majores, cuya declaracion conteste, cuando 
eran en número de dos á lo menos, producia el convencimiento 
del _juez. Las personas sospechosas no podian dar mas que simples 
not1c1as, y no un testimonio propiamente dicho, distincion mucho 
mas íormal entonces que lo es en el dia. 

534. El Código de·instruccion criminal fiel á los procedimien­
tos de esta jurisprudencia no pronuncia igualmente ninguna es­
clus1on_ absoluta de la facultad de testificar. Solamente permite 
{art. 3i2) al acosado, al procurador general y á la parle civil, que 
se opongan al exámen: 

l.º Del padre, de la madre, del abuelo, de la abuela, ó de todo 
otro ascendiente del acusado, ó de uno de los acusados presentes 
y sometidos al mismo debate. 

':!. 
0 

De los hijos, bijas, nietos, nietas, ó de cualquier otro des­
cendiente. 

3. • De los hermanos y hermanas. 

ItlÁMf'.N OR.\L. 

4. 0 De los afines en los mismos grados. 
:s.• Del marido ó de la mujer (t). 

o8l 

6.º De los denunciadores cuya denuncia es recompensada por 
la~. . 

Los denunciadores que no tienen esla recompensa son tamb,en 
admitidos á declarar, pero se advierte al jurado (2), su cualidad de 
denunciadores (ibid art. 5:!5). Por lo demás, difícilmente se bailan 
hoy ejemplos (5) de denunciadores que sean re:ompe..'.1sados peen -
niariamente. Puede citarse la ley de 4 de germmal ano II, que re­
mite ó perdona la multa y la contiscacion al que denuncia la pre­
,·aricacion de un comisionado dll aduanas. Y como solo se !rala de 
un delilo en esta ley y en otras que contienen disposiciones seme­
jantes, solo en casos escepcionales, por ejemplo, cuando se haya 
planteado una cuestion subsidiaria por el presidente, era cuando 
podia aplicarse esta disposicion por un tribunal crimiaal. Es ba:• 
taote notable, que la jurisprudencia iaglesa, que en lo crim1-
nal, lo mismo que en lo civil, desechad priori los testigos qne tic· 
nen interés en la causa, admite la declaracion de los denunciadores 
recompensados pecuniariamente (Mr. Greenlear, tom. 1, pág._ 535), 
fundándose en el motivo de que la recompensa se ha establecido por 
la autoridad para facilitar la averiguacion de los cdmenes Y en ~ue 
nnsealcanzaria el objeto propuesto si no se perm1t1era oir al de• 
nunciador. 

A falta de oposicion, ya del ministerio público, ya del acusado, 
el presidente, y en caso de controversia, el tribunal crimina_!, pue­
den desechar de oficio las declaraciones que segun los lérmrnos del 
articulo 522, no puedan ser recibidas (Sen l. de neg. de 30 de marzo 
de t856.). 

535. Las causas de tachas formuladas por la ley no pueden es­
tenderse, de donde se deduce la consecuencia, que pueden de­
clarar los consanguíneos y afines de la parte civil. Si eran desecha-

( t) Es punlo controvertido entre los juri~consullos ingleses (M. Gre~~­
Jeaf, tom.1, pág. U5), el saber si la mujer puede, ~~n con el consenu­
m1eoto de su marido declarar contra él. Pero es adm1t1da de plano á 11a • 
cerio, si se queja de violeocia ó de ultrajes persoaat.es. . . 

(2) Esla advertencia, no obstantt>, º? ~e prescribe baJO pena de nuh• 
dad (s,nt. deo. de l6 de abril y U de d1c1embre de l8l_9). 

(3) En los asignados se hallaba escrito que la oac1on recompensaba 
al denunciador. Nada hay en el dia parecido á esto respecto de los bille­
tes falsos de banco ó á la moneda falsa. 
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dos en el antiguo derecho, era solameute bajo el punto de vista 
de la accion de la parte civil. «Cuando se trata, dice Jousse (Jus­
licia crimi11al, Part. lll, lib. I, lit. 111, núm. H 7), de un crímen 
•que se persigue, tanto á instancia de la parte civil, como de la 
•parte pública,¡oo deben tener coosideracioo los jueces á la decla­
•racion de los testigos consanguíneos ó afilljls de la parte civil, en 
•lo concerniente~ rndemnizacion de daños y perjuicios, y debe se­
»guirse respecto a esto, lo que se observa en materia civil; pero en 
•cuanto á la pena pública, nada impide que se tenga consideracion 
•á la declaracioo de(estos mismos testigos. En efecto, en el asunto 
•del señor de Laoglade, condenado á galeras en 1688, por robo con 
•fractura, se oyó como testigo á la bermaoa y á la cuñada del coo­
•de_ de Mootgommery, parte civil." En el dia en que no existe pro­
h1h1c100 alguna eu la ley, e:;tos ooosangu(oeos y atines deben ser 
oi_dos sin ninguna restriccioo (sen!. deoeg. de 8 de agosto de i851). 
S1 ~e rnterroga á los testigos sobre sus relaciones con la parte civil 
(1Mil., art. 317) no es para poner obstáculo al exámen de los pa­
rientes consanguíneos ó de los afiues ó servidores sino únicamente . ' para advertir al jurado de su cualidad. 

336. Pero ¿puede hacerse declarar á la parte civil misma, á 
título de testigo, es decir, con prestacion de juramento (t), porque 
no haya duda en el dia (núm. 338) que toda persona (C. de instr., 
art. 269) puede ser oida, en virtud del poder discrecional, á título 
de simple declaracioo? La negativa, admitida en la época en que la 
parte civil no era otra cosa que un acusador, solo ha prevalecido, 
bajo el punto de vista del interés civil, cuando se hao proseguido los 
procesos criminales por el ministerio público. Segun Jousse (ibid., 
núm. 416) la declaracioo de la parte civil no puede hacer que se le 
concedan daños é intereses, mas la prueba, aunque fundada en 
parte en esta declaracion, puede ser suficiente bajo el punto de 
visla de la accion pública. En el derecho moderno, varía la juris-

. (t) El Código b~varo (ort, 282) autoriia sobre este punto una distio­
c100 bastante est~ana. El test.1mon10 de la parte perjudicada haca plena fé 
sobre el hecho mismo del ~ellto, y ~e ~ingun rnodo ea lo relativo á la per• 
sooa del agente (V. tambien_ las dist1oc1one, que hace M. Mittermaier, 
cap. 42). L, ¡urisprudeocta 10glesa (ll. Greeolear, tom. 1, págs. 478, 471¡ 
Y 536 Y, 537) admite eo el d,a á la parte perjudicada; pero esto se reliere 
á l~s prrnc1p1~s .particulares de la ley inglesa sobre la iolluencia de lo cri • 
minal en lo c1v1I, como verémos al tratar de esta materia. 

UÁ»&N ORAL, ~83 
prudencia. Segun las sentencias denegatorias de to de febrero de 
t83~ y de tO de marzo de 1843, seria contrario á las reglas ma, 
comunes del derecbo, á los principios de la moral y de la sana ra­
zon, que acudiese una parte civil, bajo la fé del juramento, á de­
clarar en su propia cansa. Por otra parte, una esclusioo absoluta 
estaría en oposicioo con el principio fundamental del derecho mo­
derno, segun el cual, la parte civil movida por un interés pura­
mente pecuniario, solo hace un papel accesorio ea los procesos cri ­
minales: por esto el artículo 32! no habla mis que de los con san · 
guineos y aHnes del acusado. Por lo mismo, el tribunal de casac1on 
asimiló definitivamente con la parte civil al denunciador cuya de­
nuncia es recompensada, y autorizó en su consecuencia, su exáme,'. 
á título de testigo(!), si no hay oposicion por parte del acusado o 
del ministerio público (seot. deneg. de i8 de noviembre de 18H Y 
de t2 de noviembre de 1846 y de 28 de marzo de 1852). 

Pero la declaracion del querellante que no se ha mostrado aun 
parte civil, hecha prestando juramento, no debe desechuse aun 
cuando se muestre ulteriormente parte civil (C. de inst. crim., ar• 
tículo 67); solamente, conviene advertir al jurado de este cambio 
de posicion del testigo (sent. deneg. de 5 de mayo de _1851) 

337. Ráse preguntado, á la inversa, si el que ha confesado su 
propia culpabilidad puede ser oido como testigo contra aque!los á 
quienes declara cómplices. Prohibíase en Roma, conforme a una 
sentencia de A.ntonino, dar tormento para hacer que declarara los 
crímenes de otro al que se eneontraba en semejante posicioo: Is 
qui de se eonfessus est, dice Modestioo_, i11 capu! atinrum '!º" tor­
quel>itur. Y al reproducir esla prescr1pc100 A.rcad10 y Honor10 hacen 
notar que el acusado puede, haciendo declaraciones íalsas, esperar 
su gracia, ó querer arraslrar á su enemigo á su pérdida. Ve11ia:n 
sperans, aut i11imici supplicio in ipsa supremorum suorum sorte 
satiandus (l. :17, Cod. de accus.) Pero una cosa es la prohibicion de 
dar tormento al acusado, otra es esclnir absolutamente su lest,mo­
nio. Por derecho comun alemao, la declaracion, aun imperfecta­
mente concorde de dos coacusados. no puede llevar consigo conde­
na; esto se comprende ea el sistema de los testigos clásic_os,_ puesto 
que los acusados no prestan juramento. Pero esta prescnpc100, de 

(t) En el sistema de las acusacialles pri,~d~s, decia ~omp~o!o con ra­
ion (l. 10 D. de teitib,). Nultu, idoneu, testas•• re sua 1ntetl,g,tur. 



384 TRATADO DE LAS PRUEBAS EN DERECHO CIVIL y CRIMINAL. 

que se ha separado el derecho comun inglés, no es admisible de un, 

modo absoluto (f) . No hay duda que deberán tenerse por sospecho­
sas seme¡antes declarac10nes, y decir con Papiniano, en las legisla­
ciones qu_e guard~n silencio, como la nuestra , sobre este punto: 
Quod legibus om,ssum est, ".º" omittetur religiotJe judicantium. 
Pero puede haber c1rcunstanc1as en que tenga gran ruerza el tesli• 
mon,o de un coacusado, si es de buenos antecedentes si no tiene 
enemistad alguna contra aquel á quien denuncia, y ,¡' las circuns ­
ta"..c~as de la causa vienen en apoyo de la denuncia. 
. 008. El número de las esclusiones facultativas es ya poco con• 

siderable, si se compara con el de las tachas que hemos enumerado 
e_n materia civil. Pero la jurisprudencia vá aun mas adelante auto­
r,zando, en virtud del poder discrecional, el exámen de toda clase 
de personas, aun de los parientes mas próximos (V. especialmente 
la senl. deneg. de _22 de mayo de 18i6, fo de diciembre y 2í! de 
noviembre de l85a) que por otra parle han podido incontestable­
mente ser oidos en la instruccion escrita. Esta decision se apoya en 
el art. 269 del Código de instruccion que permite al presidente 
hacer oirá toda clase de personas cuya declaracion parezca poder 
dar luz sobre-los hechos controvertidos, añadiendo, que los testi•os 
as, Hamados no prestarán juramento, y que sus declaraciones no

0

se 
considerarán sino como noticias. La primer parte de este artículo 
no hace distfocion _alguna, y autoriza, en virtud del poder discre­
ctonal, para rnvest1gar la verdad por todos los medios posibles. La 
s_egunda parle, descartando la prestacion del juramento, traza una 
lrnea de demarcacion sensible entre las declaraciones hechas de 
est~ sue~le Y los testimonios propiamente dichos, que rechaza el 
arllculo 622. Táchase á esta jurisprudencia de introducir entre los 
lest,mon,os propiamente dichos y las simples noticias una distincion 
sutil ,que no tiene objeto hoy que es permitido condenar con arreglo 
a toda cl~se de documentos; pero no es verdad que las personas lla­
m~d~s as, por el pres,dente se hallen en la misma disposicion que los 
te,1,oos ordrnarios. En primer lugar, ni el esplritu ni la letra de la 
le)' les ohliga á declarar. Las disposiciones conlra los lestigos re-

(I) Ea la práctica inglesa, el juez advierte simplemente á los jurados 
?u1 no condenen por la Simple declaracion de un cómpllc• (Philipps par­¡. , ~ap. IV, n. 2); a~vertenc1a tantg,_ mas necesaria, cuanto que 1os'cóm­
~.1ces se hallan empenados por la esperanza del perdon á hacer declara­
cwnes contra sus coacus:idos. 
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fraclarios no podrían alcanzar al hijo que se negase á testi6car 
contra su padre, ni á la mujer que rehusara testi6car contra su 
marido. Además, lo que reconcilia hasta cierto punto la jurispru­
dencia con la moral, es que no estando las simples noticias garan­
tizadas por la íé del juramento, no constituyen un testimonio pro­
piamente dicho, y en su consecuencia las declaraciones falsas en 
semejantes circunstancias no podrian atraer contra sí las penas 
impuestas al falso testimonio(!) (núm. 530). Con estas sabias res­
tricciones, nos parece que la interpretacion que se dá en la práctica 
al art. 269, no ti~ne nada que no sea conforme á nuestro sistema 
de instruccion, que consiste en averiguará toda costa la verdad. 
No se debe exigir la declaracion de los próximos parienles, pero 
puede ser necesario dirigirse á ellos para conocer los hechos. El 
sistema contrario llevaría á la impunidad de todo crimen cometido 
por un padre en la persona de uno de sus hijos en presencia sola­
mente de la madre, de un hermano ó de una hermana. 

Pero la represion de los delitos no arecta al interés social en el 
mismo grado que la de los crímenes. Así, no se ha concedido el 
poder discrecional ni al juez de simple policía, ni aun al presidenle 
del tribunal de policía correccional (Cas. de 4 de noviembre de 1848; 
sen t. de 8 de marzo de 1855). En su consecuencia, los parientes 
del acusado (Cód. de inslr., art. 156) que pudieran hacer simples 
declaraciones ante el tribunal criminal, están completamente esclui­
dos ante las demás jurisdicciones, cuando se opone una de las par­
les á su exámen. Lo mismo sucede con mucha mas razon, respecto 
de la parle civil, que hace un papel mucho mas importante en ma­
teria de policía que en materia criminal. 

539. La diferencia de religion era en otro tiempo un motivo 
de esclusion. Sabida es la constilucion de Justiniano (l. 21, Cód . 
áe testibu.,), que rechaza completa,nenle el testimonio de los here­
jes ó de los judíos en las causas concernienles á los ortodoxos. Es 
de lamentar que se encuentren semejantes reslricciones en el Có­
digo de procedimiento de Austria(§. 2il7, 4.'), que permite dese­
char al judío que declara á favor de un judío contra un cristiano , 
y en la ordenanza criminal de Prusia (arl. 357, núm. 8) que de-

(1) El Código penal de Nápolo, (ar!. 193) ha entrado en la ;ía razooa• 
ble que hemos s,ñaladomasamba (Djlll. 330), castigando coa la pena del 
grado inferior el falso testimonio oo Jurameotado. . .... 
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